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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

 
 

 
JUZGADO CATORCE PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONTROL 

DE GARANTÍAS DE BUCARAMANGA 
 

Bucaramanga, dieciocho (18) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

 

Decide el despacho, en primera instancia, la acción de tutela radicada bajo el No. 

6800140880142023-00077-00, instaurada por ERIKA ANDREA MUÑOZ JAIMES 

en contra de SUSENVIOS LOGISTICA INTEGRAL S.A.S., habiéndose vinculado de 

oficio al MINISTERIO DE TRABAJO – DIRECCIÓN TERRITORIAL SANTANDER y 

requerido a EPS SANITAS S.A.S. para que informara la condición en que la 

accionante y su grupo familiar se encuentran afiliados al Sistema Integral de 

Seguridad Social en Salud. 

 

ANTECEDENTES  

 

La accionante fundamenta la demanda en los siguientes hechos: 

 

Estuvo vinculada laboralmente a SUSENVIOS LOGISTICA INTEGRAL S.A.S. 

desde el 28 de julio de 2021 hasta el 08 de marzo de 2023 en el cargo de directora 

regional oriente, recibiendo como ultima asignación salarial la suma de $1.800.000, 

más $200.000 por concepto de rodamiento, sin que se le hayan pagado las 

comisiones por cumplimiento de metas del mes de enero de 2023, tampoco le 

fueron canceladas comisiones entre el 01 de mayo al 31 de diciembre de 2022. 

 

Refirió que, cuando dio por terminada la relación laboral e hizo entrega de su cargo, 

la accionada no pagó la liquidación de su contrato ni las acreencias laborales 

adeudadas. Ante esto, remitió derecho de petición el 10 de abril de 2023 a través 

de correo electrónico y correo certificado en el que solicitó el pago de su liquidación 

y comisiones, afirmando no haber recibido respuesta alguna por la accionada. 

 

Señaló que el 13 de abril de 2023, recibió a su WhatsApp copia del cálculo de 

liquidación definitiva de prestaciones por parte de Angela Ninco, empleada de pagos 

de SUSENVIOS LOGISTICA INTEGRAL SAS, sin que hasta la fecha se haya 

efectuado el pago. 
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Explicó que la falta de pago le resulta perjudicial, dado que actualmente no se 

encuentra vinculada a otra entidad ni percibe ningún otro ingreso, situación que se 

hace más gravosa si se tiene en consideración que es responsable del cuidado de 

sus padres, Alberto Muñoz y Alcira Jaimes de Muñoz, ambos de la tercera edad, sin 

ingresos, y dependientes de su trabajo, así mismo, afiliados como sus beneficiarios 

a la EPS. 

 

SUJETOS DE ESTA ACCIÓN 

 

Accionante: ERIKA ANDREA MUÑOZ JAIMES identificada con la cédula de 

ciudadanía número 63.539.853. 

 

Accionado: SUSENVIOS LOGISTICA INTEGRAL S.A.S. 

 

Vinculadas: MINISTERIO DE TRABAJO – DIRECCIÓN TERRITORIAL 

SANTANDER y EPS SANITAS S.A.S. 

 

 

FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 

 

La accionante solicita el amparo de su derecho fundamental de petición, para que, 

en consecuencia, se ordene a la accionada que, dentro de las 24 horas siguientes 

al fallo, de respuesta clara, precisa y congruente a su petición presentada el 10 de 

abril de 2023, e igualmente, que se le ordene expedir la liquidación del contrato en 

la que se exprese la forma en que se pagarán dichos emolumentos o las razones 

por las que se ha omitido el pago. 

 

 

RESPUESTA DE LA ACCIONADA Y VINCULADAS 

 

EPS SANITAS S.A.S. 

 

MARTHA ARGENIS RIVERA, subgerente regional de la entidad, atendió al 

requerimiento de este Despacho indicando que ERIKA ANDREA MUÑOZ JAIMES 

se encuentra afiliada a esa EPS en régimen contributivo, aportando certificado de 

afiliación de la accionante y de sus padres: 

 

 



RADICADO:      2023-00077   
ACCIONANTE: ERIKA ANDREA MUÑOZ JAIMES  
ACCIONADO:   SUSENVIOS LOGISTICA INTEGRAL S.A.S. 

3 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



RADICADO:      2023-00077   
ACCIONANTE: ERIKA ANDREA MUÑOZ JAIMES  
ACCIONADO:   SUSENVIOS LOGISTICA INTEGRAL S.A.S. 

4 

 

 

 

 

 

Adicionalmente, señaló que la acción debe declararse improcedente por cuanto la 

accionante cuenta con otro mecanismo de defensa ordinario, y solicitó la 

desvinculación de su representada por cuanto carece de legitimación en la causa 

por pasiva. 

 

SUSENVIOS LOGISTICA INTEGRAL S.A.S. 

 

JOSE HELI AVENDAÑO GIRALDO, representante legal de la sociedad, indicó que 

dio respuesta a la petición elevada por la actora, la cual fue enviada al correo 

electrónico “erika.andrea0530@gmail.com”, en la que se le indicó que el pago de 

su liquidación se haría el 10 de junio de 2023, en los siguientes términos: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En este sentido, solicitó que se declare carencia actual de objeto por haberse 

superado el hecho que dio origen a la presente acción. 

 

MINISTERIO DE TRABAJO – DIRECCIÓN TERRITORIAL SANTANDER 
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CARLOS ALFREDO ACEVEDO BLANCO, asesor de la entidad, señaló que a su 

representada no le constan los hechos narrados en el escrito de tutela, en el que la 

accionante manifiesta no haber recibido respuesta a su petición presentada el 10 

de abril de 2023 sin que se haya dado respuesta concreta por la accionada, que 

solo envió el cálculo de la liquidación que solicitó. Así mismo, por considerar que no 

existe vinculación ni vulneración por parte de su representada de los derechos 

fundamentales de la accionada, solicitó su desvinculación de la presente acción por 

falta de legitimación en la causa por pasiva. 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

LEGITIMACIÓN 

 

La ejerce ERIKA ANDREA MUÑOZ JAIMES a fin de buscar la protección de su 
derecho fundamental de petición, por lo cual como persona capaz está facultada 
para acudir ante el Juez Constitucional, en virtud del artículo 86 de la Constitución 
Política. 
 
COMPETENCIA 
 
Este juzgado es competente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de 

la Constitución Política y en los artículos 37 del Decreto Ley 2591 de 1991, 1 del 

Decreto 1382 del 2000, 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario 

del Sector Justicia y del Derecho, así como en el  Auto 050 de 2015 de la Corte 

Constitucional y en el artículo 1º del decreto 1983 de 2017, y 1° del Decreto 333 de 

2021, según el cual, “Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 

de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción 

donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la 

solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: 

 

1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo 

o entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra particulares 

serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces 

Municipales.” 

 

Así mismo, se observa que la  accionante tiene su domicilio en Bucaramanga, lugar 

donde se surten los efectos de la vulneración de derechos alegada y ámbito 

territorial en el que ejerce sus funciones este despacho judicial. 
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PROBLEMA JURÍDICO CONSIDERADO 

 

¿Vulneró la entidad accionada los derechos fundamentales de petición y mínimo vital 

de la accionante ante la aludida ausencia de respuesta a la petición formulada el 10 

de abril de 2023 y la consecuente falta de pago de la liquidación de prestaciones 

sociales? 

 

PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL  

 

Derecho de Petición 

 

El artículo 23 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las 

personas a presentar peticiones respetuosas por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. En desarrollo del Texto Superior, la Ley 1755 

de 2015 reguló todo lo concerniente al derecho fundamental de petición, en los 

términos señalados en el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso 

Administrativo.  

 

En reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional se ha referido al derecho de 

petición, precisando que el contenido esencial de este derecho comprende: (i) la 

posibilidad efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las 

autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la 

respuesta oportuna, esto es, dentro de los términos establecidos en el ordenamiento 

jurídico, con independencia de que su sentido sea positivo o negativo; (iii) una 

respuesta de fondo o contestación material, lo que implica una obligación de la 

autoridad a que entre en la materia propia de la solicitud, según el ámbito de su 

competencia, desarrollando de manera completa todos los asuntos planteados (plena 

correspondencia entre la petición y la respuesta) y excluyendo fórmulas evasivas o 

elusivas. 

 

En la Sentencia C-418 de 2017, la Corte Constitucional reiteró que el ejercicio del 

derecho de petición se rige por las siguientes reglas y elementos de aplicación:  

 

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad 

de los mecanismos de la democracia participativa.  

2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, 

como los derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la 

participación política.  

3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser 
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oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la 

respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, 

precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del 

peticionario. 

4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se 

concreta necesariamente en una respuesta escrita.  

5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las 

autoridades públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones 

privadas y en general, a los particulares.  

6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones 

formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, 

que señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no 

pudiere darse la respuesta en ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar 

los motivos de la imposibilidad, señalando además el término en el que sería dada la 

contestación.  

7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de 

resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, 

el silencio administrativo es prueba de la violación del derecho de petición.  

8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición 

no la exonera del deber de responder. 9) La presentación de una petición hace surgir 

en la entidad, la obligación de notificar la respuesta al interesado” 

 

En sentencia T-230 de 20201 la Corte Constitucional reiteró la jurisprudencia sobre 

el derecho de petición dirigido hacia particulares en los siguientes términos: 

 

4.5.2.1. Las peticiones también podrán elevarse excepcionalmente ante 

organizaciones privadas. En los artículos 32 y 33 de la Ley 1437 de 2011, modificados 

por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, se estipula que cualquier persona tiene el 

derecho de formular solicitudes ante entidades de orden privado sin importar si 

cuentan o no con personería jurídica, cuando se trate de garantizar sus derechos 

fundamentales. En el ejercicio del derecho frente a privados existen iguales deberes 

de recibir, dar trámite y resolver de forma clara, oportuna, suficiente y congruente, 

siempre que sean compatibles con las funciones que ejercen. En otras palabras, los 

particulares, independientemente de su naturaleza jurídica, son asimilables a las 

autoridades públicas, para determinados efectos, entre ellos, el relacionado con el 

derecho de petición. 

 

                                                 
1 Magistrado Ponente: Luis Guillermo Guerrero Pérez 
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De la carencia actual de objeto por Hecho Superado 
 
Sobre este aspecto se tiene pronunciamiento reciente de la Corte constitucional en 
sentencia T-155 de 2017, Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos, en la cual se 
refiere que: 
 
“El artículo 86 de la Constitución Política faculta a todas las personas para exigir 
ante los jueces, mediante un procedimiento preferente, la protección oportuna de 
sus derechos constitucionales fundamentales, cuando de alguna manera resulten 
vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier entidad pública o 
privada. 
 
Sin embargo, la doctrina constitucional ha reiterado que la acción de tutela, “pierde 
su razón de ser cuando durante el trámite del proceso, la situación que genera la 
amenaza o vulneración de los derechos fundamentales invocados es superada o 
finalmente produce el daño que se pretendía evitar con la solicitud de amparo”2. De 
este modo, la tutela no sería un mecanismo idóneo, pues ante la ausencia de 
supuestos facticos, la acción de tutela pierde su eficacia.3 
 
Al desaparecer el objeto jurídico sobre el cual recaería la eventual decisión del juez 
constitucional encaminada a amparar y proteger las garantías y los derechos que 
se encuentren en peligro, sería inocua y carecería de todo sustento y razón de ser, 
contrariando el objetivo que fue previsto para esta acción4; sin embargo esto no 
significa que el juez constitucional no pueda pronunciarse de fondo ante una 
evidente infracción a los derechos fundamentales, corregir las decisiones judiciales 
de instancia y  emitir una orden preventiva al respecto5. 
 
La Sentencia T-494 de 1993 determinó al respecto que: “La tutela supone la acción 
protectora de los derechos fundamentales, ante una acción lesiva o frente a un 
peligro inminente que se presente bajo la forma de amenaza. Tanto la vulneración 
del derecho fundamental como su amenaza, parten de una objetividad, es decir, de 
una certeza sobre la lesión o amenaza, y ello exige que el evento sea actual, que 
sea verdadero, no que haya sido o que simplemente se hubiese presentado un 
peligro ya subsanado”. 
 
En Sentencia T-481 de 2016, esta Sala reiteró el desarrollo constitucional respecto 
del concepto de “carencia actual de objeto” y los tres eventos que se configuran, 
con el fin de identificar la imposibilidad material en la que se encuentra el juez de la 
causa para dictar alguna orden que permita salvaguardar los intereses jurídicos que 

                                                 
2 Sentencia T-970 de 2014, T- 011 de 2016. 
3 Sentencias T-495 de 2001, T- 692 de 2007, T178 de 2008, T-975 de 2008, T-162 de 2012, T- 499 de 2014, T- 126 de 2015, 
Sentencia T- 011 de 2016. 
4 Sentencias: SU-225 de 2013; T-317 de 2005, Sentencia T-867 de 2013. 
5 Sentencia T-200 de 2013. 
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le han sido encomendados. Este fenómeno puede surgir de tres maneras: (i) hecho 
superado, (ii) daño consumado” o (iii) situación sobreviniente.6 
 
El hecho superado:  “regulada en el artículo 26 del decreto 2591 de 1991, 
comprende el supuesto de hecho en el que, entre el momento en que se interpone 
la demanda de amparo y el fallo, se evidencia que, como producto del obrar de 
la entidad accionada, se eliminó la vulneración a los derechos fundamentales del 
actor, esto es, tuvo lugar la conducta solicitada (ya sea por acción o abstención) y, 
por tanto, (i) se superó la afectación y (ii) resulta inocua cualquier intervención que 
pueda realizar el juez de tutela para lograr la protección de unos derechos que, en 
la actualidad, la accionada ha dejado de desconocer”7 
 
 

Procedencia excepcional de la acción de tutela para exigir el pago de 
acreencias laborales. 
 
La Corte Constitucional en sentencia T-157/2014, frente a la procedencia de la 
acción de tutela para exigir el pago de acreencias laborales, determinó lo siguiente: 
  
3.1. En virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 86 de la Constitución 
Política, complementado por los artículos 6 y 8 del Decreto 2591 de 1991, la acción 
de tutela es un mecanismo subsidiario de protección de derechos fundamentales8, 
que resulta improcedente ante la existencia de otro medio de defensa judicial, salvo 
que se demuestre que éste último no es eficaz o idóneo para la protección requerida 
o que se pretenda evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable9.  

La primera de dichas excepciones, se presenta cuando el juez verifica que el 
mecanismo de protección judicial alternativo no cumple con los requisitos de eficacia 
e idoneidad en la protección de los intereses constitucionales de la persona. La 
segunda, se da cuando se verifica un perjuicio irremediable, es decir, “un grave e 
inminente detrimento de un derecho fundamental, que deba ser contrarrestado con 
medidas urgentes, de aplicación inmediata e impostergables”10. Ha señalado esta 
Corporación, que para determinar la irremediabilidad del perjuicio hay que tener en 

                                                 
6 Sentencias T-988 de 2007, T-585 de 2010 y T-200 de 2013. 
7 Sentencia T-481 de 2016 y T-086 de 2020 
8 Ver sentencias SU-111 de 1997 (M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz), T-827 de 2003 (M. P. Eduardo 
Montealegre Lynett), T-648 de 2005 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-691 de 2005 (M. P. 
Jaime Córdoba Triviño), T-1089 de 2005 (M. P. Álvaro Tafur Galvis), T-065 de 2006 (M. P. Jaime 
Córdoba Triviño), T-015  de 2006 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa) y T-764 de 2008 (M. P. 
Jaime Córdoba Triviño). 
9 Al respecto, pueden consultarse las sentencias T-225 de 1993 (M. P. Vladimiro Naranjo Mesa), SU-
086 de 1999 (M. P. José Gregorio Hernández Galindo), SU-544 de 2001 (M. P. Eduardo Montealegre 
Lynett), T-875 de 2001 (Álvaro Tafur Galvis), T-983 de 2001 (M. P. Álvaro Tafur Galvis, T-999 de 
2001 (M. P. Rodrigo Escobar Gil), T-179 de 2003 (M. P. Clara Inés Vargas Hernández), entre muchas 
otras.   
10 Sentencia T-1190 de 2004 (M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra).  
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cuenta la presencia concurrente de varios elementos que configuran su estructura11: 
(i) que sea inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder 
prontamente12; (ii) que sea grave, esto es, que el daño o menoscabo material o 
moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad13; (iii) que las 
medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes14; y 
(iv) que la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada 
para restablecer el orden social justo en toda su integridad.      

 
3.2. Ahora bien, para determinar la procedencia de la acción de tutela el juez 
constitucional debe establecer si la misma se presenta como mecanismo principal 
o transitorio15.  Procede como mecanismo principal de amparo de los derechos 
fundamentales, si no existe otro medio de defensa judicial o, en caso de existir, éste 
no resulta idóneo o eficaz.  No obstante, si el accionante cuenta con un instrumento 
que resulta idóneo o eficaz y persiste en la presentación de la acción constitucional 
como mecanismo transitorio, es necesario que se demuestre que la tutela de sus 
derechos es indispensable para evitar un perjuicio irremediable. En este sentido, la 
Corte ha manifestado que “siempre que la acción de tutela sea utilizada como 
mecanismo transitorio, su procedencia está condicionada a la existencia de un 
perjuicio irremediable: ese fue precisamente el requisito impuesto por el 
Constituyente y no puede ni la Corte, ni ningún otro juez, pasarlo inadvertido16”. 

                                                 
11 Sentencia SU-484 de 2008 (M. P. Jaime Araujo Rentería).  En igual orden de ideas, las sentencias 
T-225 de 1993 (M. P. Vladimiro Naranjo Mesa), SU-544 de 2001 (M. P. Eduardo Montealegre Lynett), 
T-983 de 2001 (M. P. Álvaro Tafur Galvis), T-1316 de 2001 (M. P. Rodrigo Uprimny Yépes), T-290 
de 2005 (M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-424 de 2011 (M. P. Juan Carlos Henao Pérez), 
entre otras.  En la sentencia T-1155 de 2000 (M. P. Alejandro Martínez Caballero), esta Corporación 
al hablar de subsidiariedad de la tutela y la prueba requerida para demostrar que hay perjuicio 
irremediable, sostuvo: “[…] para demostrar el perjuicio irremediable, al menos se deben señalar los 
hechos concretos que permitan deducir que ocurre dicho perjuicio. El juez no se los puede imaginar, 
por supuesto que no se necesitan términos sacramentales pero al menos alguna indicación que le 
permita al juzgador tener la confianza de que en verdad se halla el peticionario en una situación que 
lo afecta a él y a su familia”. 
12 En relación con este requisito de la inminencia, en la sentencia T-227 de 2010 (M. P. Mauricio 
González Cuervo), planteó la Corte que “deben existir evidencias fácticas de la amenaza real en un 
corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera 
conjetura hipotética”.  Sentencia T-227 de 2010 (M. P. Mauricio González Cuervo).  
13 En la sentencia T-227 de 2010 (M. P. Mauricio González Cuervo), señaló la Corporación que “no 
se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran 
significación para la persona, objetivamente, es decir, la gravedad debe ser determinada o 
determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica, a todas luces inconveniente”.   
14 En relación con las medidas de protección de los bienes jurídicos afectados, la Corte ha dicho que 
estas deben responder de manera precisa y proporcional a la inminencia del daño, de tal manera 
que se pueda concluir que de no tomarse, la generación del daño se volvería inminente. Sentencia 
T-211 de 2009 (M. P. Luis Ernesto Vargas Silva).    
15 Al respecto ver sentencias T-290 de 2005 (M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-007 de 2008 
(M. P. Manuel José Cepeda Espinosa) y T-287 de 2008 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa), entre 
otras. 
16 Ver sentencia T-1316 de 2001 (M. P. Rodrigo Uprimny Yépes).  Posición reiterada en la sentencia 
T-424 de 2011 (M. P. Juan Carlos Henao Pérez). 
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3.3. Bajo esta regla, en reiteradas oportunidades esta Corporación ha manifestado 
que la acción de tutela no procede para el cobro de acreencias laborales. En estos 
eventos, el afectado dispone de las acciones legales correspondientes ante la 
jurisdicción ordinaria en su competencia laboral o la jurisdicción contencioso 
administrativa, según la forma de vinculación laboral17.  Al respecto dijo la Corte en 
sentencia de unificación: 
 
“[…] 1. El amparo laboral, en lo que concierne al pago oportuno de los salarios 
adeudados, tiene carácter excepcional. En primer término, la vía de la tutela sólo se 
reserva para situaciones límite en las que la falta de pago del salario expone al 
trabajador a sufrir una situación crítica económica y psicológicamente. En segundo 
término, la tutela es procedente, “siempre que concurran las condiciones de 
procedibilidad de la misma”, esto es, “cuando el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable” (C.P. art., 86). Estas dos condiciones de fondo no 
le restan eficacia ni validez a los derechos de los trabajadores, cuya defensa se 
garantiza a través de los procedimientos ordinarios y especiales diseñados por el 
Legislador, y por conducto de la jurisdicción ordinaria. De otro lado, se reconoce el 
carácter subsidiario de la acción de tutela, que no puede desconocerse a riesgo de 
que la jurisdicción constitucional olvide su verdadero cometido institucional y termine 
por invadir de manera ilegítima e inconveniente la competencia constitucional y legal 
de la jurisdicción ordinaria. Ni la Corte Constitucional, ni los jueces de tutela, pueden 
ni deben sustituir a los jueces de la jurisdicción ordinaria encargados de ordenar la 
ejecución y pago de las deudas laborales y demás derechos de los trabajadores”18. 
 

                                                 

17 Consultar la sentencia T-1046 de 2012 (M. P. Luis Guillermo Guerrero Pérez), en cuya oportunidad 
la Corte debió resolver si la acción de tutela presentada por un trabajador era procedente para 
solicitar el pago de los tres periodos de vacaciones que le adeudaba la Alcaldía Municipal de Ábrego, 
por los períodos laborados comprendidos entre los años 2009 y 2012, concluyendo que la petición 
del actor no cumplía con el requisito de la subsidiariedad, pues tenía a su disposición otro medio de 
defensa judicial, ya sea ante la jurisdicción laboral o la jurisdicción contencioso administrativa, según 
haya sido la forma de vinculación laboral con el ente territorial. 
18 Sentencia SU-995 de 1999 (M. P. Carlos Gaviria Díaz).  Lo que es reiterado en la sentencia T-065 
de 2006 (M. P. Jaime Córdoba Triviño), en donde se afirmó: “[…] la Corte ha señalado que “la acción 
de tutela no es un mecanismo idóneo para obtener el pago de acreencias laborales, en el entendido 
que el artículo 86 de la Carta establece que dicho instrumento tiene entre sus características la 
subsidiaridad, es decir, que sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro mecanismo 
idóneo de defensa judicial o cuando en concurrencia de éste se acredite la inminencia de un perjuicio 
irremediable que permita conceder el amparo de manera transitoria”.  En esta oportunidad le 
correspondió a la Sala de Revisión decidir: (i) si el incumplimiento en el pago de los salarios 
adeudados al actor por parte de la entidad territorial demandada le vulneró sus derechos de carácter 
constitucional y, (ii) si la acción de tutela era procedente para lograr su protección ante la existencia 
de vías judiciales ordinarias para obtener su pago. Finalmente, concedió la protección de los 
derechos fundamentales a la vida, a la subsistencia, al trabajo, a la salud, a la seguridad social y al 
mínimo vital del actor. 
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3.4. En este orden de ideas, cuando se solicite el pago de acreencias laborales y 
quede demostrado que las acciones correspondientes no brindan la protección 
requerida a los derechos fundamentales en juego, o cuando se demuestre la 
inminente ocurrencia de un perjuicio irremediable, debe entrar el juez de tutela a 
resolver el conflicto19.  Al respecto, ha dicho esta Corporación que “de manera 
excepcional puede acudirse a ella [la tutela] para obtener la cancelación de salarios, 
siempre y cuando éstos constituyan la única fuente de recursos económicos que le 
permitan al trabajador asegurar su vida digna y cuando su no percepción afecte su 
mínimo vital”20.  
 
Así las cosas, se reitera, que el cobro de acreencias laborales es un asunto ajeno a 
la acción de tutela. Sin embargo, cuando dicho pago de salarios constituye el único 
medio para que el accionante y su núcleo familiar desarrollen una vida en 
condiciones dignas, “el mencionado pago [se constituye] en un derecho 
fundamental de aplicación inmediata destinado a suplir el mínimo vital de las 
personas en aras de evitar un perjuicio irremediable”21.  
 

4. El derecho al mínimo vital  
 
4.1. La jurisprudencia ha definido el mínimo vital como “aquella parte del ingreso del 
trabajador destinado a solventar sus necesidades básicas y del núcleo familiar 
dependiente, tales como alimentación, vivienda, salud, educación, recreación, 
servicios públicos domiciliarios, entre otras prerrogativas que se encuentran 
previstas expresamente en la Constitución Nacional y que además, posibilitan el 

                                                 
19 En la sentencia SU-995 de 1999 (M. P. Carlos Gaviria Díaz), la Corte sostuvo: “La acción de tutela 
sólo procederá como mecanismo para evitar que el trabajador sufra una situación crítica económica 
y psicológica. Con esta referencia se busca dejar intacta la competencia de la jurisdicción laboral 
ordinaria, cuando no se trate de situaciones injustificadas, inminentes y graves que hacen urgente la 
intervención del juez de amparo”.  También pueden ser consultadas las sentencias T-225 de 1993 
(M. P. Vladimiro Naranjo Mesa), T-125 de 1994 (M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz), SU-879 de 2000 
(Vladimiro Naranjo Mesa), entre otras. 
20 Sentencia T-1087 de 2002 (M. P. Jaime Córdoba Triviño).  
21 Ver sentencias T- 011 de 1998 (M. P. José Gregorio Hernández Galindo), T-144 de 1999 (M. P. 
José Gregorio Hernández Galindo), T- 1088 de 2001 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-148 
de 2002 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-626 de 2004 (M. P. Alfredo Beltrán Sierra), T-435 
de 2006 (M. P. Humberto Antonio Sierra Porto), T-809 de 2006 (M. P. Manuel José Cepeda 
Espinosa), T-702 de 2008 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa) y T-032 de 2013 (M. P. Luis 
Guillermo Guerrero Pérez).   
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mantenimiento de la dignidad del individuo como principio fundante del 
ordenamiento jurídico constitucional 22”23.   
 

Como se observa, el mínimo vital es un presupuesto básico para el efectivo goce y 
ejercicio de la totalidad de los derechos fundamentales y, ello, explica el por qué la 
Corporación le ha prodigado tanta atención a esta garantía constitucional24, bajo el 
entendimiento que “[e]l pago oportuno y completo de un salario garantiza el goce 
de lo que se ha denominado el mínimo vital, considerado éste como aquellos 
recursos absolutamente imprescindibles para solucionar y satisfacer no solamente 
las necesidades primarias de alimentación y vestuario, sino aquellas relacionadas 
con la salud, educación, vivienda, seguridad social y medio ambiente, factores 
insustituibles para la preservación de calidad de vida”25. 

 

                                                 
22  Al respecto cabe recordar lo dicho por la Corte en sentencia SU-995 de 1999 (M. P. Carlos Gaviria 
Díaz): “El amparo laboral no se extiende a todo el salario adeudado, sino a la parte de éste que 
corresponda al mínimo vital. Aunque el componente del mínimo vital, no necesariamente equivale al 
monto del salario mínimo, en todo caso se trata de las sumas indispensables para satisfacer en 
condiciones de dignidad humana las necesidades básicas de una persona. El juez en cada caso 
debe determinar, conforme a patrones históricos objetivos, la cuantía del mínimo vital. El amparo 
laboral, procede sólo en circunstancias críticas extremas, en las que la no percepción del mínimo 
vital, sólo pueda enfrentarse mediante la tutela para evitar de este modo un perjuicio irremediable. 
Por consiguiente, el remedio limitado que a través de la tutela se otorga, parte del presupuesto 
elemental de que el cumplimiento integral de los derechos laborales se debe perseguir a través del 
medio judicial establecido por la ley. Por lo demás, la sentencia es clara en enmarcar estos casos 
dentro del concepto de perjuicio irremediable…”.   
23 Sentencia T-944 de 2004 (M. P. Álvaro Tafur Galvis). 
24 En relación con el tema del mínimo vital pueden consultarse las sentencias T-426 de 1992 (M. P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz), T-530 de 1995 (M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz), SU-111 de 1997 (M. 
P. Eduardo Cifuentes Muñoz), T-273 de 1997 (M. P. Carlos Gaviria Díaz), T-011 de 1998 (M. P. José 
Gregorio Hernández Galindo), T-384 de 1998 (M. P. Alfredo Beltrán Sierra), SU-995 de 1999 (M. P. 
Carlos Gaviria Díaz), T-100 de 1999 (M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz), T-263 de 2000 (M. P. José 
Gregorio Hernández Galindo), T-439 de 2000 (M. P. Alejandro Martínez Caballero), T-818 de 2000 
(M. P. Alejandro Martínez caballero), T-394 de 2001 (M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-694 de 
2001 (M. P. Jaime Araujo Rentería), T-907 de 2001 (M. P. Jaime Córdoba Triviño), T-1160 de 2001 
(M. P. Jaime Araujo Rentería), T-148 de 2002 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-664 de 2002 
(M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra), C-776 de 2003 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-353 
de 2003 (M. P. Rodrigo Escobar Gil), T-772 de 2003 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-816 
de 2003 (M. P. Rodrigo Escobar Gil), T-1049 de 2003 (M. P. Clara Inés Vargas Hernández), T-162 
de 2004 (M. P. Álvaro Tafur Galvis), T-092 de 2004 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-335 
de 2004 (M. P. Clara Inés Vargas Hernández), T-944 de 2004 (M. P. Álvaro Tafur Galvis), T-099 de 
2005 (M. P. Jaime Araujo Rentería), C-111 de 2006 (M. P. Rodrigo Escobar Gil), T-309 de 2006 (M. 
P. Humberto Antonio Sierra Porto), T-435 de 2006 (M. P. Humberto Antonio Sierra Porto), C-543 de 
2007 (M. P. Álvaro Tafur Galvis), SU-484 de 2008 (M. P. Jaime Araujo Rentería), T-651 de 2008 (M. 
P. Clara Inés Vargas Hernández), T-701 de 2008 (M. P. Clara Inés Vargas Hernández), T-702 de 
2008 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-764 de 2008 (M. P. Jaime Araujo Rentería), entre 
otras.   
25 Sentencia T-043 de 2001 (M. P. Álvaro Tafur Galvis).  En igual sentido ver la sentencia T-764 de 
2008 (M. P. Jaime Araujo Rentería). 
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4.2. También ha aclarado la Corporación26 que el concepto de mínimo vital del 
trabajador no debe confundirse con la noción de salario mínimo, como quiera 
que la “garantía de percibir los salarios y las demás acreencias laborales, se 
asienta en una valoración cualitativa, antes que en una consideración 
meramente cuantitativa”27. De ahí pues, que la valoración del mínimo vital 
corresponde a las condiciones especiales de cada caso concreto y no al monto 
de las sumas adeudadas o a “una valoración numérica de las necesidades 
biológicas mínimas por satisfacer para subsistir, sino con la apreciación material 
del valor de su trabajo”28.  
  

Bajo esta regla, el mínimo vital es concebido en la jurisprudencia constitucional 
como un concepto indeterminado cuya concreción depende de las circunstancias 
particulares de cada caso29.  En este sentido, la vulneración del derecho al mínimo 
vital puede establecerse atendiendo a las consecuencias que para la persona tiene 
la privación de sus ingresos laborales en la situación concreta en que se encuentra.  

 
Lo anterior conlleva, necesariamente, que el juez constitucional para efectos de 
otorgar o negar el amparo solicitado, en primer lugar, realice una valoración 
concreta de las necesidades básicas de la persona y su entorno familiar y de los 
recursos necesarios para sufragarlas, y, en segundo lugar, determine si el mínimo 
vital se encuentra amenazado o efectivamente lesionado30. 
 
4.3. Ahora bien, cuando se alega como perjuicio irremediable la afectación del 
derecho al mínimo vital, la doctrina constitucional ha precisado una serie de 
“hipótesis fácticas mínimas”31 que deben cumplirse para que el juez constitucional 
reconozca la vulneración del mínimo vital, como consecuencia del no pago oportuno 
de los salarios devengados por el trabajador. Tales presupuestos son los siguientes: 
 

“1) Que exista un incumplimiento en el pago del salario al trabajador que por su 
parte ha cumplido con sus obligaciones laborales; 

“2) Que dicho incumplimiento comprometa el mínimo vital de la persona. Esto se 
presume cuando 

                                                 
26 Sentencia T-857 de 2000 (M. P. Alejandro Martínez Caballero).  En igual sentido, pueden 
consultarse las sentencias T-220 de 1998 (M. P. Fabio Morón Díaz) y la T-439 de 2000 (M. P. 
Alejandro Martínez Caballero).   
27 Sentencia SU-995 de 1999 (M. P. Carlos Gaviria Díaz). 
28 Ibídem. 
29 Sentencia T-809 de 2006 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa). 
30 Ver sentencias T-827 de 2004 (M. P. Rodrigo Uprimny Yepes) y T-764 de 2008 (M. P. Jaime Araujo 
Rentería). 
31 Ver sentencias T-148 de 2002 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-065 de 2006 (M. P. Jaime 
Córdoba Triviño), T-809 de 2006 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa) y T-651 de 2008 (M. P. Clara 
Inés Vargas Hernández). 
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a) el incumplimiento es prolongado o indefinido32. La no satisfacción de este 
requisito lleva a que no se pueda presumir la afectación del mínimo vital, la cual 
deberá ser probada plenamente por el demandante para que proceda la acción de 
tutela, o 

b) el incumplimiento es superior a dos (2) meses33, salvo que la persona reciba 
como contraprestación a su trabajo un salario mínimo34. 

“3) La presunción de afectación del mínimo vital debe ser desvirtuada por el 
demandado o por el juez, mientras que al demandante le basta alegar y probar 
siquiera sumariamente35 que el incumplimiento salarial lo coloca en situación 
crítica36, dada la carencia de otros ingresos o recursos diferentes al salario que le 
permitan asegurar su subsistencia37. 

“4) Argumentos económicos, presupuestales o financieros no son razones que 
justifiquen el incumplimiento en el pago de los salarios adeudados al trabajador38.  

                                                 
32 Aspecto que se precisa en la sentencia T-725 de 2001 (M. P. Jaime Araujo Rentería): “Sobre la 
afectación del mínimo vital  o de subsistencia ha dicho la Corte, en reiterada jurisprudencia, que éste 
se presume afectado, cuando la suspensión en el pago del salario se prolonga indefinidamente en 
el tiempo, de tal suerte que se coloca al trabajador y a su familia en una situación económica crítica 
que afecta sus derechos fundamentales y que hace necesaria la intervención rápida y eficaz del juez 
de tutela para restablecer su goce, correspondiéndole al demandado la demostración de que el 
peticionario de la tutela cuenta con otros ingresos o recursos, con los cuales pueda atender sus 
necesidades primarias vitales y las de su familia”.  También puede ser consultada la sentencia T-362 
de 2004 (M. P. Clara Inés Vargas Hernández). 
33 Sentencia T-795 de 2001 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa): “[L]a Corte ha establecido una 
presunción de afectación del mínimo vital cuando la suspensión en el pago del salario es prolongada 
o indefinida, salvo que se trate del incumplimiento de hasta dos salarios mínimos mensuales”. 
34 Sentencias T-241 de 2000 (M. P. José Gregorio Hernández Galindo), T-1026 de 2000 (M. P. 
Alejandro Martínez Caballero), T-992 de 2005 (M. P. Humberto Antonio Sierra Porto), T-065 de 2006 
(M. P. Jaime Córdoba Triviño). 
35 Sentencia T-795 de 2001 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa): “[L]a Corte ha precisado que si 
se afirma que el derecho al mínimo vital  está siendo vulnerado y ello se demuestra indiciariamente, 
corresponde al juez de tutela determinar si en efecto se configura dicha vulneración. Ello se 
desprende de la especial función asignada al juez de garantizar los derechos fundamentales”. 
36 “La acción de tutela procede sólo para proteger el mínimo vital  del accionante, esto es, “para evitar 
que el trabajador sufra una situación crítica económica y psicológica”, sentencias SU-342 de 1995, 
T-019 de 1997, T-081 de 1997, T-261 de 1997. 
37 Sentencia T-683 de 2001 (M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra): “En efecto, si hay elementos de 
juicio que indican que el trabajador tiene otros ingresos que le permiten subsistir dignamente sin el 
salario, la tutela no puede prosperar”.  Dicho requisito corresponde a una carga probatoria del 
accionado. 
38 Sentencia T-035 de 2001 (M. P. Cristina Pardo Schlesinger): “[…] esta Corporación ha señalado 
que una entidad pública o privada que se encuentre inmersa en problemas de orden económico o 
financiera, no la exime de su principal obligación como empleadora, cual es la de cumplir 
oportunamente con el pago de las acreencias laborales...”.  En igual sentido pueden consultarse las 
sentencias T-011 de 1998 (M. P. José Gregorio Hernández Galindo), T-399 de 1998 (M. P. Alfredo 
Beltrán Sierra), SU-995 de 1999 (M. P. Carlos Gaviria Díaz), T-144 de 1999 (M. P. José Gregorio 
Hernández Galindo), T-259 de 1999 (M. P. Alfredo Beltrán Sierra), T-286 de 1999 (M. P. Eduardo 
Cifuentes Muñoz), T-387 de 1999 (M. P. Alfredo Beltrán Sierra), T-906 de 2001 (M. P. Jaime 
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Lo anterior no obsta para que dichos factores sean tenidos en cuenta al momento 
de impartir la orden por parte del juez de tutela tendiente a que se consigan los 
recursos necesarios para hacer efectivo el pago. 

“En resumen, las hipótesis fácticas mínimas que deben cumplirse para que puedan 
(sic) tutelarse el derecho fundamental al mínimo vital mediante la orden de pago 
oportuno del salario debido son las siguientes: (1) Que exista un incumplimiento 
salarial (2) que afecte el mínimo vital del trabajador, lo cual (3) se presume si el 
incumplimiento es prolongado o indefinido, salvo que (4) no se haya extendido por 
más de dos (2) meses excepción hecha de la remuneración equivalente a un salario 
mínimo, o (5) el demandado o el juez demuestren que la persona posee otros 
ingresos o recursos con los cuales puede atender sus necesidades primarias vitales 
y las de su familia, (6) sin que argumentos económicos, presupuestales o 
financieros puedan justificar el incumplimiento salarial. 
 
4.4. A las anteriores hipótesis fácticas mínimas que deben concurrir en el caso 
concreto para configurar la inminencia del perjuicio irremediable, se agrega que las 
sumas que se reclamen no sean deudas pendientes, “en cuyo caso la tutela se torna 
improcedente para obtener el pago de deudas laborales pues no se está ante un 
perjuicio irremediable”39.  La jurisprudencia de la Corte ha sido clara en negar la 
procedencia del amparo constitucional cuando se trata de hacer efectivo el cobro 
de deudas pendientes, pues en tales eventos no se está ante la vulneración de 
derechos fundamentales, ya que está en juego es un interés patrimonial que debe 
ventilarse ante la jurisdicción ordinaria en su competencia laboral o ante la 
jurisdicción contencioso administrativa, según sea caso. En consecuencia, no hay 
lugar a tutelar derecho fundamental alguno pues no se trata de una de aquellas 
situaciones excepcionales en las que el incumplimiento de una deuda conduce 
inexorablemente a la vulneración de un derecho fundamental40.  
 
4.5. Por otra parte, la Corte Constitucional ha establecido que cuando el peticionario 
solicita el pago de prestaciones laborales diferentes al salario y a las 
indemnizaciones por despido, el análisis de procedibilidad debe ser más estricto, 
pues “la regla general adoptada por la jurisprudencia consiste en señalar que la 
acción de tutela es improcedente para su reclamación”41.  

                                                 
Córdoba Triviño), T-162 de 2004 (M. P. Álvaro Tafur Galvis) y SU-484 de 2008 (M. P. Jaime Araujo 
Rentería). 
39 En la sentencia T-162 de 2004 (M. P. Álvaro Tafur Galvis), la Corte sostuvo que “la protección de 
la acción de tutela no se extiende a sumas de dinero adeudadas con anterioridad”.  También, entre 
otras, las sentencias T-1059 de 2000 (M. P. José Gregorio Hernández Galindo), T-1118 de 2000 (M. 
P. Alejandro Martínez Caballero) y T-1023 de 2002 (M. P. Jaime Córdoba Triviño). 
40 Ver sentencias T-1023 de 2002 (M. P. Jaime Córdoba Triviño) y T-162 de 2004 (M. P. Álvaro Tafur 
Galvis).   
41 Sentencia T-535 de 2010 (M. P. Luis Ernesto Vargas Silva).  En esta oportunidad la Corte 
Constitucional resolvió ordenar a la empresa accionada “le pague [al peticionario] lo que le adeuda 
por concepto de los salarios atrasados correspondientes a los tres (3) meses anteriores a tal 
notificación, así como el restablecimiento permanente y continuo del pago de su sueldo” en la medida 
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En los términos expuestos, la jurisprudencia ha precisado que esa regla tiene 
algunas excepciones:  
 
“(i) cuando [l]os medios ordinarios de defensa judicial no son lo suficientemente 
idóneos y eficaces para proteger los derechos presuntamente conculcados;  
(ii) [en el evento] en que tales medios de defensa judicial sean idóneos, de no 
concederse la tutela como mecanismo transitorio de protección, se produciría un 
perjuicio irremediable a los derechos fundamentales;  
(iii) cuando [e]l accionante es un sujeto de especial protección constitucional 
(personas de la tercera edad, personas discapacitadas, mujeres cabeza de familia, 
población desplazada, niños y niñas, etc.), y por tanto su situación requiere de 
particular consideración por parte del juez de tutela (sentencias T-656 de 2006, T-
435 de 2006, T-768 de 2005, T-651 de 2004, y T-1012 de 2003)”42. 
 
4.6. Frente al pago oportuno del salario, se ha sostenido que “el derecho de los 
trabajadores al pago oportuno de su remuneración salarial, es una garantía que no 
se agota en la simple enunciación de un deber surgido de la relación laboral, sino 
que se trata de un verdadero derecho fundamental”43. Así las cosas, se entiende 
que el pago de salario está directamente vinculado al goce del mínimo vital de la 
persona, el cual, como ya se indicó, “no se agota con la satisfacción de las 
necesidades mínimas de la persona, o de su grupo familiar, que simplemente le 
procure la mera subsistencia...44”45. 

                                                 
en que existió una vulneración de su mínimo vital. Sin embargo, señaló que “en lo relativo al pago 
de las demás prestaciones que se adeudan [prima de navidad, prima de servicios y prima de 
antigüedad], el actor cuenta con otros mecanismos judiciales para la defensa de estos intereses; 
además, la sustracción por parte del empleador en estos pagos, observa la Sala, si bien podría 
pensarse que agrava la situación económica del actor, no se encuentra en relación directa con la 
afectación de su mínimo vital, asociada –de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte– al salario 
como medio de subsistencia”.  En igual sentido la sentencia T-084 de 2007 (M. P. Jaime Araujo 
Rentería), en la que se estudió el caso de un señor al que le adeudaban el salario correspondiente 
a los meses de octubre, noviembre y diciembre de dos mil cinco (2005); abril, mayo y junio de dos 
mil seis (2006); la prima de navidad de dos mil cinco (2005), las primas de servicios de dos mil seis 
(2006), la prima de antigüedad por quince (15) años de servicios y siete (7) períodos de vacaciones. 
La Corporación únicamente ordenó a la entidad demandada que le pagara al actor los salarios 
adeudados al considerar que las demás prestaciones debían ser reclamadas ante la jurisdicción 
ordinaria. Precedente reiterado en la sentencia T-424 de 2011 (M. P. Juan Carlos Henao Pérez), 
mediante la cual se declaró improcedente la acción de tutela en relación con la solicitud de 
reconocimiento y pago de la licencia de maternidad, de las prestaciones sociales adeudadas y del 
pago de los aportes a la seguridad social, y se concedió el amparo del derecho fundamental al 
mínimo vital de la accionante, en relación con sus pretensiones de obtener el reconocimiento y pago 
de los salarios adeudados y de la indemnización por despido injusto.   
42 Sentencia T-983 de 2007 (M. P. Jaime Araujo Rentería). 
43 Sentencia SU-995 de 1999 (M. P. Carlos Gaviria Díaz).  
44 Sentencia T-827 de 2004 (M. P. Rodrigo Uprimny Yepes). 
45 Sentencia T-664 de 2008 (M. P. Rodrigo Escobar Gil). 
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4.7. De lo anterior, se deduce que la acción de tutela será procedente para conceder 
el pago de salarios y prestaciones laborales, cuando quede demostrado o se pueda 
presumir de los elementos de juicio obrantes en el proceso, que el no pago de dichos 
emolumentos genera un riesgo al mínimo vital de la persona o de sus dependientes. 
A partir de encontrarse acreditadas dichas hipótesis fácticas en el caso concreto, 
debe concluirse “que se le ha ocasionado [al actor] un perjuicio irremediable por el 
no pago oportuno y en esta circunstancia prospera la tutela”46. 

 
Como se observa, la procedencia de la acción de tutela depende de la observancia 
estricta del principio de subsidiariedad, en la medida en que la regla general que 
rige la administración de justicia es que los conflictos de naturaleza laboral entre 
particulares o entre personas y el Estado deben resolverse a través de los canales 
ordinarios y a partir de los procedimientos comunes.   
 
4.8. En conclusión, se encuentra que en virtud del principio de subsidiariedad, la 
acción de tutela es improcedente cuando la persona dispone de otro medio de 
defensa judicial por medio del cual pueda hacer valer sus derechos fundamentales. 
No obstante, dicho principio se excepciona cuando el medio ordinario no es idóneo 
para la protección de los derechos fundamentales, o cuando se pretende evitar la 
ocurrencia de un perjuicio irremediable, casos en los cuales procede la acción de 
tutela como mecanismo definitivo o transitorio, respectivamente. Dicha regla, que 
también es aplicable a los casos en los cuales se solicita el pago de acreencias 
laborales, lleva a la necesaria conclusión de que la acción de tutela se trata de una 
solicitud improcedente, salvo que se cumplan ciertos supuestos a partir de los 
cuales el juez de tutela ha de entender que el derecho al mínimo vital se encuentra 
en riesgo, y deba entrar a remediar la situación para garantizar que el accionante y 
su núcleo familiar cuenten con los medios necesarios para llevar una vida digna.  
 
Bajo esta misma óptica, en pronunciamientos más recientes la Corte ha mantenido 
esta postura, como en la sentencia T-040 de 2018, Magistrado Ponente, DRA. 
GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO, en la que se expresó: 
 
“El carácter subsidiario de la acción de tutela y su procedencia para evitar un 
perjuicio irremediable. Reiteración de jurisprudencia  
 

1. Según el inciso 4º del artículo 86 de la Constitución Política, el requisito de 
subsidiariedad se refiere a que la acción de tutela procede cuando el afectado (i) no 
cuenta con otros medios de defensa judicial; (ii) a pesar de que dispone de otros medios 

                                                 
46 Sentencia T-1155 de 2000 (M. P. Alejandro Martínez Caballero). 
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judiciales que resultan idóneos y eficaces para la protección de sus derechos, el recurso 
de amparo se utiliza para evitar un perjuicio irremediable47.  
 
En aquellos asuntos en que existan otros medios de defensa judicial, la jurisprudencia 
de este Tribunal ha determinado que caben dos excepciones que justifican su 
procedibilidad, siempre y cuando también se verifique la inmediatez:  
  
(i) A pesar de existir otro medio de defensa judicial idóneo, éste no impide la ocurrencia 
de un perjuicio irremediable48, caso en el cual la acción de tutela procede, en principio, 
como mecanismo transitorio. No obstante, la Corte ha reconocido que en ciertos casos, 
si el peticionario está en situación de debilidad manifiesta, el juez constitucional puede 
realizar el examen de la transitoriedad de la medida, en atención a las especificidades 
del caso, en particular a la posibilidad de exigir al accionante que acuda después a los 
medios y recursos judiciales ordinarios y concluir que resulta desproporcionado 
imponerle la carga de acudir al mecanismo judicial principal49. 
 
(ii) Si bien existe otro medio de defensa judicial, éste no es idóneo o eficaz para proteger 
los derechos fundamentales invocados, caso en el cual las órdenes impartidas en el 
fallo de tutela tendrán carácter definitivo. 
 
Improcedencia de la acción de tutela respecto de acreencias laborales inciertas y 
discutibles 
 

2. En el área del derecho laboral y de la seguridad social existen dos tipos de derechos: 
los inciertos y discutibles, y los ciertos e indiscutibles. Para determinar cuáles son los 
elementos que distinguen a estos últimos, la Sala de Casación Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia, en sentencia del 08 de junio de 2011, radicado No. 3515, precisó 
lo siguiente: 
 
“el carácter de cierto e indiscutible de un derecho laboral, que impide que sea materia 
de una transacción o de una conciliación, surge del cumplimiento de los supuestos 
de hecho o de las condiciones establecidas en la norma jurídica que lo consagra un 
derecho será cierto, real e innegable, cuando no haya duda sobre la existencia de los 

                                                 
47 Ver Sentencias T-948 de 2013, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio; T-325 de 2010, M.P. Luis Ernesto 
Vargas Silva; T-899 de 2014, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, entre otras. 
48 Para determinar la existencia de un perjuicio irremediable que pueda superar el requisito de 
subsidiariedad, la Corte Constitucional ha establecido las siguientes características: (i) Que el perjuicio 
sea inminente, es decir que no basta con que exista una mera posibilidad de que se produzca el daño; 
(ii) Que las medidas que se requieren para evitar la configuración del perjuicio, sean urgentes; (iii) Que el 
perjuicio que se cause sea grave, lo que implica un daño de gran intensidad sobre la persona afectada; 
(iv) Que la acción de tutela sea impostergable, es decir que de aplazarse, se corra el riesgo de que ésta 
sea ineficaz por inoportuna. Ver sentencias T-1316 de 2001, M.P. Rodrigo Uprimny Yepes; T-702 de 
2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-494 de 2010, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; T-232 de 
2013, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez y T-527 de 2015, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, entre 
muchas otras. 
49 Sentencia T-373 de 2015. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
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hechos que le dan origen y exista certeza de que no hay ningún elemento que impida 
su configuración o su exigibilidad.” 

 
En este orden de ideas, un derecho es cierto e indiscutible cuando está incorporado 
al patrimonio de un sujeto y haya certeza sobre su dimensión, es decir, cuando hayan 
operado los supuestos de hecho de la norma que lo consagra, así no se haya 
configurado aún la consecuencia jurídica de la misma. Por el contrario, un derecho es 
incierto y discutible cuando (i) los hechos no son claros; (ii) la norma que lo prevé es 
ambigua o admite varias interpretaciones, o (iii) su origen está supeditado al 
cumplimiento de un plazo o condición y existe una circunstancia que impide su 
nacimiento o exigibilidad. 
 

3. Esta Corporación ha sostenido que por regla general la liquidación y pago de 
acreencias laborales escapa del ámbito propio de la acción de tutela, y solo de manera 
excepcional, se ha admitido su procedencia ante la falta de idoneidad del medio de 
defensa ordinario. No obstante, en cualquier caso resulta indispensable el carácter 
cierto e indiscutible de las acreencias laborales que se reclaman, pues de ahí surge 
precisamente la transgresión de los derechos fundamentales cuya protección se 
solicita50: 
 
“El juez de tutela no puede ordenar el pago de un derecho incierto y discutible, pues 
aquello escapa de la órbita constitucional para radicarse en una discusión de rango 
legal que debe resolverse en la jurisdicción competente. En este orden de ideas, la 
acción de tutela sólo procede para el pago de derechos económicos, cuyo 
carácter cierto e indiscutible evidencia la trasgresión de derechos 
fundamentales.”51 
 
Lo anterior encuentra su fundamento en que en el ámbito de las relaciones laborales, la 
procedencia excepcional de la acción de tutela surge del desconocimiento de los 
principios que desde el punto de vista constitucional rodean la actividad laboral, esto es, 
aquellos consagrados en el artículo 53 Superior52, como la remuneración mínima vital y 
móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo, la irrenunciabilidad a los beneficios 
mínimos establecidos en normas laborales y la garantía del derecho la seguridad social, 
entre otros53. 

                                                 
50 Sentencia T-001 de 1997. M.P. José Gregorio Hernández Galindo. Reiterada en las sentencias SU-995 
de 1999, M.P. Carlos Gaviria Díaz y T-1983 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
51 Sentencia T-1983 de 2000. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
52 Ibíd. 
53 “Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por 
lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: 
Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a 
la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos 
establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y 
discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las 
fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de 
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4. Teniendo en cuenta que la acción de tutela se invoca con el objetivo de superar en 
forma pronta y eficaz la vulneración incoada, para que el juez constitucional pueda 
impartir órdenes de protección dirigidas a materializar las garantías fundamentales 
involucradas, resulta primordial la certeza y carácter indiscutible de las acreencias 
laborales con las que se lograría la realización efectiva de dichos derechos. De manera 
más concreta, la jurisprudencia ha establecido que la protección de derechos 
fundamentales que dependen del cumplimiento de obligaciones laborales, requiere que 
se trate de derechos indiscutibles reconocidos por el empleador y que sean ordenados 
por las normas laborales o declarados por medio de providencias judiciales en firme54. 
 
Ahora bien, lo anterior de ninguna manera significa que quien reclame la existencia de 
acreencias laborales inciertas y discutibles no pueda acudir a las vías ordinarias para 
obtener su declaración, pues lo que se busca es precisamente que todas aquellas 
controversias carentes de incidencia constitucional, debido a su ausencia de definición 
plena, quedan sometidas al escrutinio del juez laboral55. En sentencia T-1496 de 
200056, la Corte sintetizó las reglas que la jurisprudencia había decantado para 
determinar la procedencia excepcional de la acción de tutela para la reclamación de 
acreencias laborales: 
 
“ (…) la Corte ha señalado que una controversia laboral puede someterse a juicio de 
tutela, desplazando el medio ordinario de defensa cuando se reúnan las siguientes 
condiciones: (1) que el problema que se debate sea de naturaleza constitucional, es 
decir, que pueda implicar la violación de derechos fundamentales de alguna de las 
partes de la relación laboral, puesto que si lo que se discute es la violación de derechos 
de rango legal o convencional, su conocimiento corresponderá exclusivamente al juez 
laboral; (2) que la vulneración del derecho fundamental se encuentre probada o no sea 
indispensable un amplio y detallado análisis probatorio, ya que si para la solución del 
asunto es necesaria una amplia controversia judicial, el interesado debe acudir a la 
jurisdicción ordinaria pues dicho debate escapa de las atribuciones del juez 
constitucional y (3) que el mecanismo alternativo de defensa sea insuficiente para 
proteger íntegramente los derechos fundamentales amenazados o vulnerados y no 
resulte adecuado para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable de 
carácter iusfundamental.” 
 
En esa medida, mientras las controversias que recaen sobre derechos ciertos e 
indiscutibles pueden ser tramitadas ante la jurisdicción constitucional, a condición que 
se cumplan los requisitos de inmediatez y subsidiariedad, las que giran en torno a la 
declaración de derechos inciertos y discutibles deben discutirse en la jurisdicción 

                                                 
las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso 
necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad.” 
54 Sentencia SU-995 de 1999. M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
55 Sentencia T-194 de 2003. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
56 M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez. 
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ordinaria. Lo anterior en razón a que mientras los primeros constituyen una garantía 
para las personas cuya renuncia implica una vulneración a sus derechos 
fundamentales, los segundos, al tener un carácter transable y renunciable, implican una 
dimensión prestacional o económica que, como se dijo con anterioridad, compete 
resolverlos al juez laboral. 
 

 

CASO CONCRETO 

 

Vulneración de Derechos Fundamentales Invocados/ Hecho Superado 

 

La acción de tutela se encamina a obtener respuesta de fondo a la petición radicada 
el 10 de abril de 2023, en la que pretendía que se expidiera su liquidación y se le 
reconocieran comisiones. 
 
Sería del caso determinar si SUSENVIOS LOGISTICA INTEGRAL S.A.S., vulneró 
el derecho de petición invocado por la actora, si no fuera porque se advierte, de los 
anexos del escrito de tutela, así como de la respuesta allegada al trámite, que la 
entidad remitió a la accionante como respuesta a su petición, el cálculo de su 
liquidación definitiva de prestaciones, afirmando además en su informe, que el valor 
a que asciende dicha liquidación sería pagado a la señora ERIKA ANDREA MUÑOZ 
JAIMES el día 10 de junio de 2023; igualmente, se le informó que respecto de la 
solicitud de pago de comisiones, no se contaba con trazabilidad del cumplimiento 
de la metas propuestas, por lo que se le solicitó que allegara las pruebas que tuviera 
en su poder para el reconocimiento de las mismas, atendiendo con esto al objeto 
principal de la petición. 
 
Ahora bien, encuentra el Despacho que, en caso de encontrarse inconforme con 
respecto del monto liquidado o el no pago de dicha liquidación, así como con el 
reconocimiento y pago de comisiones por el cumplimiento de metas cumplidas en 
el desempeño de su cargo, la accionante puede acudir a medios de defensa 
ordinarios para garantizar el goce de sus derechos laborales. 
 
En este punto, recuérdese, que tratándose de aspectos laborales, la jurisprudencia 
constitucional ha puntualizado en forma reiterada que la tutela, por su carácter 
excepcional, no es el mecanismo judicial idóneo para solucionar conflictos laborales 
en los cuales se busque el pago de alguna acreencia cuando existan procedimientos 
ordinarios que permiten solucionar dichas controversias, a menos que se trate de 
casos excepcionales, como cuando el medio alternativo de defensa no resulte eficaz 
o se trate de derechos de personas de la tercera edad a quienes se afecte en su 
mínimo vital. 
 
Hecha tal precisión, cabe señalar entonces, que no es este el mecanismo de justicia 
instituido para remover los obstáculos jurídicos que refiere la accionante, por cuanto 
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existe otro medio judicial adecuado para ello, por tratarse de un asunto del derecho 
laboral individual o administrativo, el cual debe ser expuesto ante el juez ordinario, 
quien deberá establecer la afectación de los derechos fundamentales del 
accionante. 
 
En tales condiciones y como regla general no compete al juez de tutela sino al 
ordinario decidir sobre el asunto de marras, sin que resulte procedente acudir al 
expediente de la tutela para obtener un eventual resultado que debe recabarse por 
la vía legal adecuada y alterna, dado que no se demostró la existencia de un 
perjuicio irremediable, y lo obrante en el expediente no permite inferir que de no 
procederse se afecten las condiciones mínimas de vida de la accionante y su núcleo 
familiar 
 
Nótese, que en el presente caso, no se está frente a una situación excepcional en 
la que el mecanismo de defensa ordinario resulte ineficaz o devenga en afectación 
del derecho al mínimo vital o perjuicio irremediable para la accionante o sus padres 
adultos mayores; pues, aunque se argumentó en este sentido por la señora ERIKA 
ANDREA MUÑOZ JAIMES que no cuenta con ningún tipo de ingreso que le permita 
satisfacer sus necesidades básicas y las de sus padres, dependientes 
económicamente de su trabajo y afiliados al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud como sus beneficiarios, lo cierto es que, según lo informó la EPS SANITAS 
S.A.S., tanto esta como su núcleo familiar se encuentran afiliados; la señora ANDRA 
MUÑOZ JAIMES en calidad de cotizante en régimen contributivo dependiente de la 
empresa TELPLUS desde el 4 de abril de 2023, siendo sus padres beneficiarios 
ante dicha EPS, de lo que se puede concluir que, contrario a lo afirmado en el escrito 
de tutela, la señora MUÑOZ JAIMES cuenta con ingresos en la actualidad y se 
encuentra empleada, lo cual impide a esta falladora concluir la existencia de un 
perjuicio irremediable o la vulneración de su derecho al mínimo vital. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia T-011 de enero 29 de 1.998, con 
ponencia del Dr. JOSÉ GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO, expresó:  
 
“… En efecto, la acción de tutela no es el mecanismo que debe utilizarse para lograr 
la cancelación de sumas adeudadas cuyo origen radique en una relación laboral, 
pues si bien el derecho al trabajo es de naturaleza fundamental, según lo consagra 
el artículo 25 de la Carta Política, debe tenerse en cuenta que el sistema jurídico 
contempla las vías adecuadas para hacer efectivo su pago. Sólo en casos 
excepcionales, cuando el Juez constitucional encuentre violados otros derechos 
fundamentales que no puedan ser amparados por el Juez ordinario, cuando el 
medio de defensa judicial no sea efectivo, o se esté ante la posibilidad de la 
ocurrencia de un perjuicio irremediable, se debe conceder el amparo; de lo contrario, 
el Juez de tutela estaría invadiendo campos de competencia que no le han sido 
asignados por el constituyente. 
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 …Uno de los eventos que la Jurisprudencia, basada en la Constitución, ha admitido 
como susceptibles de amparo es el de afectación del mínimo vital del accionante o 
de su familia, a partir del acto u omisión sobre el cual debe recaer una determinación 
judicial de efecto inmediato que paralice la vulneración de los derechos 
fundamentales en juego…” 
 
Así las cosas, respecto de la protección del derecho fundamental al mínimo vital, la 
tutela en examen no prospera, no solo porque no corresponde al juez constitucional 
definir la existencia de derechos que compete resolver a otra autoridad por los 
cauces del procedimiento ordinario establecido en la ley como en este caso, sino 
porque además se trata de un derecho incierto o en controversia, y ninguna prueba 
se allegó tendiente a demostrar la existencia real y efectiva de la afectación al 
mínimo vital denunciado. 
 
Suficiente lo anterior, para concluir que en este evento, respecto de este derecho, 
resulta improcedente el amparo deprecado, reiterando que la parte actora no puede 
suplir las acciones ordinarias mediante el instrumento excepcional de la tutela, 
máxime cuando no se avista ni se acredita la ocurrencia de un perjuicio irremediable 
que obligue a la protección de derechos fundamentales de manera transitoria.  
 
Recapitulando, el despacho aplica la posición adoptada por la H. Corte 
Constitucional en múltiples fallos, concluyendo que, en cuanto al derecho 
fundamental de petición se ha superado el hecho que dio origen al amparo 
solicitado, y respecto al mínimo vital de la accionante y su núcleo familiar, la acción 
de tutela no resulta procedente en el presente caso, pues no existió violación de 
derecho fundamental alguno. Por el contrario, en caso de persistir inconformidades 
respecto de la liquidación efectuada, el escenario para rebatirlas es la jurisdicción 
ordinaria y no la vía del amparo constitucional, sin que se aprecie la existencia de 
un perjuicio irremediable, caracterizado por la jurisprudencia como grave, urgente, 
inminente y que torne impostergable la intervención judicial y que permita intervenir 
como juez de tutela. 
 
Finalmente, se desvinculará de la presente acción a al MINISTERIO DE TRABAJO 
– DIRECCIÓN TERRITORIAL SANTANDER y a EPS SANITAS S.A.S., por cuanto 
no se avizora vulneración alguna a los derechos fundamentales de la accionante 
por parte de la primera, y por haber sido requerida únicamente para que acreditara 
la condición y estado de afiliación de la accionante y su núcleo familiar la segunda. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Penal Municipal con Funciones 
de Control de Garantías de Bucaramanga, administrando justicia en nombre de 
la República y por autoridad de la ley,  
 
 

FALLA: 
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PRIMERO: DECLARAR que se ha SUPERADO EL HECHO que dio origen a la 
acción de tutela instaurada por ERIKA ANDREA MUÑOZ JAIMES contra 
SUSENVIOS LOGISTICA INTEGRAL S.A.S., para la protección de su derecho 
fundamental de petición, por las razones expuestas en la parte motiva de este fallo. 
 
SEGUNDO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción constitucional interpuesta por 
ERIKA ANDREA MUÑOZ JAIMES contra SUSENVIOS LOGISTICA INTEGRAL 
S.A.S., en cuanto a la presunta vulneración de su derecho fundamental al mínimo 
vital por las razones consignadas en la parte motiva de este proveído. 
 
TERCERO: DESVINCULAR de la presente acción al MINISTERIO DE TRABAJO – 
DIRECCIÓN TERRITORIAL SANTANDER y a la requerida EPS SANITAS S.A.S., 
por no avizorar vulneración alguna de su parte a los derechos fundamentales 
invocados por la accionante. 
 
CUARTO: Dispóngase la notificación de este fallo a las partes interesadas, en forma 
inmediata y por el medio más expedito, informándosele igualmente que cuentan con 
tres (3) días hábiles para presentar recurso de Impugnación de que trata el artículo 
31 del decreto 2591 de 1991, más dos (2) días según la ley 2213 de 2022, y de no 
ser impugnado envíese a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 

ANA JOSEFA VILLARREAL GÓMEZ 
JUEZ 

 
 
 


